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	ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“Año del Centenario de la Promulgación de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”


	



Dictámenes correspondientes a la Tercera Sesión del Primer Período Ordinario de Sesiones, del Tercer Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

 8 de marzo del año 2017

Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de Dictámenes en cartera:
A.- Dictamen presentado por la Comisión Especial para la Garantía de los Derechos Humanos de Niñas, Niños y Adolescentes, con relación a una Iniciativa de Decreto por la que se propone reformar la fracción II del Artículo 2 y la fracción I del Artículo 4 de la Ley del Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos Humanos de Niños y Niñas del Estado de Coahuila, planteada por las Diputadas Verónica Martínez García y Martha Garay Cadena, del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, en el que se propone incorporar el principio de la paz como un derecho explícito de las niñas y niños.
B.- Dictamen presentado por la Comisión de Atención a Grupos en Situación de Vulnerabilidad, con relación a una iniciativa con proyecto de decreto por la que se propone reformar el artículo 17 de la Ley de Protección Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Ana Isabel Duran Piña, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben, en el que se propone establecer la obligación de que en el Programa Especial de protección Civil se contengan de manera transversal estrategias y acciones que incluyan a las personas con discapacidad, personas adultas mayores, niñas, niños y adolescentes, entre otros.
C.- Dictamen presentado por la Comisión de Atención a Grupos en Situación de Vulnerabilidad, con relación a una iniciativa con proyecto de decreto por la que se propone reformar el Artículo 17 de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, de la Fracción Parlamentaria, “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”  del Partido Socialdemócrata de Coahuila, en el que se propone que las personas adultas mayores serán protegidas contra actos u omisiones que puedan afectar sus derechos y su salud física o mental.
DICTAMEN presentado por la Comisión Especial para la Garantía de los Derechos Humanos de Niñas, Niños y Adolescentes de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a una iniciativa con proyecto de decreto por la que se propone reformar la fracción II del artículo 2 y la fracción I del artículo 4 de la Ley del Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos Humanos de Niños y Niñas del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputadas Verónica Martínez García y Martha Garay Cadena, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional; y,
R E S U L T A N D O

Primero.- En sesión celebrada en fecha 15 de marzo de dos mil dieciséis, el Pleno del Congreso acordó turnar la iniciativa que nos ocupa a la Comisión Especial para la Garantía de los Derechos Humanos de Niñas, Niños y Adolescentes. 

Segundo.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión Especial para la Garantía de los Derechos Humanos de Niñas, Niños y Adolescentes de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, la Iniciativa con proyecto de decreto que reforma la fracción II del artículo 2 y la fracción I del artículo 4 de la Ley del Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos Humanos de Niños y Niñas del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputadas Verónica Martínez García y Martha Garay Cadena, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional; y,

C O N S I D E R A N D O 

PRIMERO.- Que esta Comisión Especial para la Garantía de los Derechos Humanos de Niñas, Niños y Adolescentes, es competente para emitir el presente dictamen, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 84, 116 y de demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, así como por el Acuerdo aprobado en la Décima Sexta Sesión del día 21 de Abril de 2015, del Primer Periodo Ordinario del Primer Año de Ejercicio Constitucional de esta Legislatura, en relación al diverso Punto de Acuerdo presentado y aprobado en la Décima Segunda Sesión del día 10 de Abril de 2015, del Primer Periodo Ordinario del Primer Año de Ejercicio Constitucional de esta Legislatura en el que se contiene el objeto de esta Comisión Especial.

SEGUNDO.- La iniciativa con proyecto de decreto por la que se propone adicionar artículo 3 y el Artículo 19 bis a la Ley del Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos Humanos de Niños y Niñas del Estado de Coahuila de Zaragoza, se sustenta en las siguientes consideraciones: 
“En los últimos años Coahuila se caracterizado por ser una entidad federativa de vanguardia en materia de derechos humanos, lo cual no sólo se ha visto reflejado en sus políticas públicas, sino también en el gran trabajo realizado para la actualización de su marco jurídico.

Hoy podemos decir que Coahuila cuenta con una legislación alineada a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como a los distintos Tratados Internacionales en materia de derechos humanos.

En el caso concreto, la presente Iniciativa busca reformar la Ley del Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos Humanos de Niños y Niñas del Estado de Coahuila de Zaragoza, la cual tiene actualmente como objeto:  

Reconocer a niños, niñas y adolescentes como titulares de derechos, de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad; en los términos que establece la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Garantizar el pleno ejercicio, respeto, protección y promoción de los derechos humanos de niños, niñas y adolescentes conforme a lo establecido en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano forma parte.

En este contexto, es oportuno señalar que la semana pasada la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, aprobó por unanimidad una reforma a la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes.

La reforma en comento tuvo como propósito fundamental incorporar el principio de la paz en la Ley General antes mencionada, en base a las siguientes consideraciones consignadas en el Dictamen que aprobó la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, las cuales se señalan parcialmente a continuación:

“Para cierto sector de la sociedad puede parecer un exceso o una extremadura abstracción, hablar del derecho a la paz en un mundo en el que predomina la violencia, tanto en las relaciones individuales, como en las colectivas. Sin embargo, debe apuntarse que es justamente en momentos en que la violación de un derecho se agudiza, cuando es preciso insistir en el análisis de los principios y normas jurídicas violadas.

El desenvolvimiento actual de la sociedad en México conduce a la creación de derechos que combinan lo individual con lo colectivo, tal es el caso del derecho a vivir en paz.

Claramente postula que todo ser humano tiene ante su Estado y ante el marco jurídico del mismo, derecho a que se le permita, en lo individual, salvaguardar el bien más precioso de la naturaleza, la vida y como parte de la humanidad, le sea posible preservar la supervivencia de la misma.

Coincidimos en que la paz requiere la creación de normas jurídicas apropiadas y de instituciones encargadas de vigilar su observancia, con miras a conformar una protección jurídica en México sobre el derecho a la paz, que incluye el derecho humano a vivir en paz.

Estos elementos mencionados son base fundamental de un subjetivo derecho a la paz ya que estamos convencidos que la niñez en México desea que se asegure su porvenir, y de que la paz, la libertad y la justicia figuren entre las garantías principales para lograr sus aspiraciones de defender sus derechos, dado que estamos conscientes del importante papel que las niñas, niños y adolescentes desempeñan en todas las esferas de la actividad de la sociedad, y del hecho de que está llamada a dirigir los destinos de la humanidad y de la niñez de hoy en día”.

En esta tesitura, consideramos que dicha reforma federal resulta ser de gran trascendencia en beneficio de las niñas y niños de México. Y en Coahuila nuestra obligación como legisladores es mantener actualizado nuestro marco jurídico, en función del contenido de los distintos ordenamientos federales y demandas locales.  

Es por ello que coincidimos con la propuesta federal, en el sentido de incorporar el término de la paz, ya que lo anterior logrará además de homologar nuestra legislación con la federal, que los derechos de las niñas y niños de Coahuila sean reconocidos más ampliamente.

Asimismo, con la presente reforma estaríamos cumpliendo con lo dispuesto en la Declaración de los Derechos del Niño, la cual establece en su principio 10 lo siguiente:

“El niño debe ser protegido contra las prácticas que puedan fomentar la discriminación racial, religiosa o de cualquier otra índole. Debe ser educado en un espíritu de comprensión, tolerancia, amistad entre los pueblos, paz y fraternidad universal, y con plena conciencia de que debe consagrar sus energías y aptitudes al servicio de sus semejantes”.

En razón de lo anterior, quienes suscribimos el presente instrumento legislativo, proponemos homologar nuestra legislación local respecto a  la federal, en aras de fortalecer y ampliar el espectro de derechos de las niñas y niños del Estado de Coahuila de Zaragoza, ya que es indispensable que este derecho a la paz no se aborde de manera implícita, si no que exista una regulación que le otorgue certeza jurídica”.
TERCERO.- En efecto, como se señala en la exposición de motivos de la iniciativa que se dictamina, la paz constituye un derecho humano que interrelacionado con otras prerrogativas, es indispensable para el desarrollo integral de los individuos.

Al respecto, el preámbulo de la Declaración Universal de los Derechos Humanos señala que Manifiesta que la libertad, la justicia y la paz se basan en el reconocimiento de la dignidad intrínseca del hombre y de los derechos inalienables e iguales de todos los miembros de la humanidad.

Asimismo, los Pactos Internacionales, de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y de Derechos Civiles y Políticos, contienen disposiciones comunes que afirman que el desconocimiento de los derechos a la libertad, la justicia y la paz ignora la dignidad de las personas.

Por su parte el preámbulo de la Convención de los Derechos del Niño, señala que la libertad, la justicia y la paz en el mundo, se basan en el reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la familia humana.

Aunado a esto, el artículo 29 de ese instrumento, establece que los Estados Partes convienen en que la educación del niño deberá estar encaminada a prepararlo para asumir una vida responsable en una sociedad libre, con espíritu de comprensión, paz, tolerancia, igualdad de los sexos y amistad entre todos los pueblos, grupos étnicos, nacionales y religiosos y personas de origen indígena.

En ese sentido, quien esto dictamina coincide con la propuesta de iniciativa de reforma que propone adicionar el incorporar el principio de la paz como un derecho explícito de las niñas y niños, pues solo a través del ejercicio de un derecho es posible reconocer esa prerrogativa a favor de otra y otras personas; es decir, solo garantizando a las niñas, niños y adolescentes el derecho a la paz, podrán ellos concebir dicho derecho a otras personas, lo que permitirá una sociedad más solidaria, incluyente y próspera.

CUARTO.- Por tanto, en base a lo antes expuesto, quienes integramos esta Comisión consideramos  procedente lo planteado en la iniciativa que nos ocupa mediante la cual como ya se ha expuesto se propone reformar la fracción II del artículo 2 y la fracción I del artículo 4 de la Ley del Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos Humanos de Niños y Niñas del Estado de Coahuila de Zaragoza. Por tanto, se pone a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforman la fracción II del artículo 2 y la fracción I del Artículo 4 de la Ley del Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos Humanos de Niños y Niñas del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 2.- …. 

I. 
… 

II. 
Derecho a la vida, a la paz, a la supervivencia y al desarrollo: El Estado debe ayudar a dar efectividad a estos derechos brindando asistencia material particularmente en lo que se refiere a la nutrición, la vestimenta, la educación y a la vivienda; 

III. 
 a XI. 
…. 

Artículo 4.- ….  

I. 
A la vida, a la paz, a la supervivencia y al desarrollo integral; 

II. a XXI. …. 

….
T R A N S I T O R I O S

ARTÍCULO ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Así lo acuerdan las y los Diputados integrantes de la Comisión para la Garantía de los Derechos Humanos de Niñas, Niños y Adolescentes de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza; Dip. Martha Hortensia Garay Cadena. (Coordinadora), Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras (Secretaria), Dip. Olga Leticia Lara Rodríguez, Dip. Claudia Maribel González Espinoza,  Dip. Irma Leticia Castaño Orozco, Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez,  Dip. Claudia Elisa Morales Salazar, Dip. Martha Carolina Morales Iribarren, Dip. María del Socorro Lozano Dávila. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 20 de febrero de 2017.
COMISIÓN PARA LA GARANTÍA DE LOS DERECHOS HUMANOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES. 
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	DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA. (COORDINADORA)


	A FAVOR
	EN CONTRA
	ABSTENCIÓN

	
	
	
	

	DIP. YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRERAS (SECRETARIA)


	A FAVOR
	EN CONTRA
	ABSTENCIÓN

	
	
	
	

	DIP. OLGA LETICIA LARA RODRÍGUEZ.

	A FAVOR
	EN CONTRA
	ABSTENCIÓN

	
	
	
	

	DIP. CLAUDIA MARIBEL GONZÁLEZ ESPINOZA.


	A FAVOR
	EN CONTRA
	ABSTENCIÓN

	
	
	
	

	DIP. IRMA LETICIA CATAÑO OROZCO.


	A FAVOR
	EN CONTRA
	ABSTENCIÓN

	
	
	
	

	DIP. LUISA IVONE GALLEGOS MARTÍNEZ
	A FAVOR
	EN CONTRA
	ABSTENCIÓN

	DIP. CLAUDIA ELISA MORALES SALAZAR
	A FAVOR
	EN CONTRA
	ABSTENCIÓN

	DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN
	A FAVOR
	EN CONTRA
	ABSTENCIÓN

	DIP. MARÍA DEL SOCORRO LOZANO DÁVILA.
	A FAVOR
	EN CONTRA
	ABSTENCIÓN


DICTAMEN presentado por la Comisión de Atención a Grupos en Situación de Vulnerabilidad de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a una iniciativa con proyecto de decreto por la que se propone reformar el artículo 17 de la Ley de Protección Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Ana Isabel Duran Piña, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben; y,
R E S U L T A N D O

Primero.- En sesión celebrada en fecha 3 de septiembre de dos mil quince, el Pleno del Congreso acordó turnar la iniciativa que nos ocupa a la Comisión de Atención a Grupos en Situación de Vulnerabilidad. 

Segundo.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Atención a Grupos en Situación de Vulnerabilidad de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, la Iniciativa con proyecto de decreto que propone reformar el artículo 17 de la Ley de Protección Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Ana Isabel Duran Piña, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional; y,

C O N S I D E R A N D O 

PRIMERO.- Que esta Comisión de Atención a Grupos en Situación de Vulnerabilidad, es competente para emitir el presente dictamen, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 84, 88, 109, 116 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

SEGUNDO.- La iniciativa con proyecto de decreto por la que se propone reformar el artículo 17 de la Ley de Protección Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, se sustenta en las siguientes consideraciones: 
“De acuerdo con la Organización Internacional de Protección Civil
, (ICDO por sus siglas en inglés
), la finalidad de los órganos o entes encargados de esta materia, es proporcionar protección y asistencia a todas las personas, así como la salvaguarda de los bienes del conglomerado y del medio ambiente, ante cualquier tipo de desastre o accidente; bien encuentren su origen en un fenómeno natural o por el actuar u omisión de las personas.

En nuestro país, desde su fundación, el Sistema Nacional de Protección Civil
 se ha consolidado como un valioso mecanismo que ha puesto a salvo miles de vidas en tragedias como el sismo de septiembre de 1985; los huracanes Gilberto, Paulina, Stan y Wilma; así como en las inundaciones en Tabasco y Chiapas, por citar algunos ejemplos. 

Es cierto, no siempre es posible predecir cuándo, dónde, o cómo se va a presentar una catástrofe, ni modificar los ciclos naturales del planeta, pero si es posible aminorar los riesgos, estando alertas para responder con rapidez, oportunidad y eficiencia ante fenómenos perturbadores, los riesgos que estos representan y su interrelación con los núcleos de población y el medio ambiente, a fin de instrumentar acciones de protección civil más precisas. Es ahí donde radica la importancia de esta materia.

Los modernos sistemas de Protección Civil, tienen como común denominador, la elaboración de planes y programas de acción que encierran una estrategia integral, a partir de políticas públicas incluyentes que contemplan la coyuntura y contexto de las muchas zonas y regiones en donde éste se implementará.

Estos programas, deben garantizar una perfecta coordinación entre los diferentes niveles y órdenes de Gobierno a través de la integración de órganos que fomenten la participación responsable de los diversos actores sociales.

En ese sentido, se advierten importantes avances; a nivel nacional, en mayo de 2013, se instaló el Consejo Nacional de Protección Civil. A nivel estatal, en diciembre de 2011 fue formalmente instalado el Consejo Estatal de Protección Civil y se publicó, además, un programa especial de Protección Civil
. 

Sin embargo, es importante reconocerlo, no basta con la instalación de Consejos y Sistemas, ni con la sola publicación de programas o planes de acción, es necesario además la implementación de las estrategias y líneas de acción contenidas en los mismos, así como la expedición de un elaborado catálogo de protocolos de actuación para antes, durante y después de la situación de emergencia. 

Asimismo, es imprescindible además, contar con un marco jurídico moderno, que regule de forma eficiente las actividades que se realizan en materia de protección civil, que tengan en cuenta el contexto social y la coyuntura que vive una sociedad, en este caso la coahuilense.

Es por ello que la legislación en la materia tiene que contemplar no solo las características propias a las diferentes regiones de la entidad, lo cual sin duda es de suma importancia considerando la extensión y diversidad de sistemas en nuestro estado, sino además, las características propias a los diversos sectores de población, poniendo especial atención a los grupos que se pueden encontrar en situación de vulnerabilidad.

Al respecto, el artículo 17 de la Ley de Protección Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, establece que la Subsecretaría (de Protección Civil) podrá elaborar programas especiales de protección civil, tratándose de grupos sociales específicos, tales como discapacitados, personas adultas mayores, jóvenes, menores de edad y demás grupos vulnerables en el Estado.
De la redacción del referido numeral se advierte que se establece solo una posibilidad de elaborar programas para grupos en situación de vulnerabilidad, mas no una obligación concreta a cargo de la Subsecretaría de Protección Civil ni de ninguna otra entidad estatal.

La preocupación de que se consideren de forma transversal a los grupos en situación de vulnerabilidad en los planes de protección civil, ha llamado la atención de organismos internacionales como el Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, quien en las Observaciones finales sobre el informe inicial de México, recomendó “adoptar un plan nacional de atención en situaciones de riesgo y emergencias humanitarias, que incluya de manera transversal a las personas con discapacidad; asimismo, diseñar y difundir, en formatos accesibles en todas los idiomas oficiales, incluidos los utilizados por las comunidades indígenas, información sobre los mecanismos de alerta en caso de riesgo y emergencia humanitaria, sistemas de protección, redes institucionales y comunitarias de respuesta en caso de crisis, así como identificación de albergues y refugios adecuados y accesibles para personas con discapacidad, así como capacitar a todo el personal de protección civil sobre cómo abordar la seguridad y la protección de las personas con discapacidad en situaciones de riesgo”.

En esa tesitura, la presente iniciativa tiene por objeto, reformar el mencionado artículo 17 de la Ley de Protección Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, a efecto de que se establezca como obligación y no solo como una posibilidad el que, en el Programa Especial de Protección Civil se establezcan de manera transversal estrategias y acciones que incluyan a las personas con discapacidad, personas adultas mayores, niñas, niños y adolescentes, personas migrantes, mujeres embarazadas y demás grupos de población que se puedan encontrar en situación de vulnerabilidad y que por este hecho se puedan encontrar en mayor riesgo ante situaciones de emergencia, desastre y/o disturbios que se presenten en el Estado.

Se puede advertir de la propuesta que se propone, que se han modificado algunos términos como personas con discapacidad y niños, niñas y adolescentes, en lugar de discapacitados y menores de edad y jóvenes, a efecto de armonizarlos a la terminología empleada en los estándares internacionales y en la normatividad especializada en esas materias, lo anterior en virtud de que uno de los orígenes recurrentes de la discriminación y de los obstáculos al ejercicio de los derechos de las personas lo constituye el lenguaje, pues los términos utilizados para referirnos a las personas pueden encerrar en sí mismos la vulneración de sus derechos. El lenguaje puede reflejar el reconocimiento de una serie de características o circunstancias como una manifestación de la diversidad humana y de respeto por los derechos de estas personas, aunque también puede resultar una expresión excluyente o estigmatizante.

Por último, se han incluido a las personas migrantes y a las mujeres embarazadas, en virtud de que ante una situaciones de emergencia, desastre y/o disturbios que se presenten en el Estado, pueden encontrarse en mayor riesgo; los primeros, ante el desconocimiento de la ubicación de los albergues o incluso de los mecanismos y estrategias emprendidos en materia de protección civil, y en el caso de las mujeres embarazadas, si bien se puede argumentar que ese simple hecho no las sitúa en un estado de vulnerabilidad, en el caso de estas situaciones de emergencia, desastre y/o disturbios es indispensable generar acciones específicas, especializadas y preferentes a su favor.”.
TERCERO.- Como lo señala la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, existen sectores de la sociedad, que debido a determinadas condiciones o características son más vulnerables a que sus derechos humanos sean violados.

Dichos grupos de población son conocidos generalmente como grupos en situación de vulnerabilidad, se les llama en situación de vulnerabilidad, debido que es un estado en el que se encuentran pues, si se generan las políticas públicas pertinentes y se consolidad una diversa consciencia social pueden transitar a una situación en la que ya no estén vulnerables.

Para ello, se ha reconocido no pocas veces, la necesidad de crear acciones específicas y preferentes a su favor, pues se parte de la idea que no se encuentran en condiciones de igualdad real en el ejercicio de sus derechos.

Este trato diferenciado, que antaño se le conocía como discriminación positiva, es el reconocimiento de que no puede otorgarse el mismo trato a desiguales; sino que es necesario, crear esas acciones preferentes y específicas para que puedan ejercer sus derechos plenamente.

La iniciativa materia de este dictamen, tiene por objeto, precisamente, establecer la obligación de que en el Programa Especial de Protección Civil se contengan, de manera transversal, estrategias y acciones que incluyan a las personas con discapacidad, personas adultas mayores, niñas, niños y adolescentes, personas migrantes, mujeres embarazadas y demás grupos de población que se puedan encontrar en situación de vulnerabilidad, partiendo de la idea de que en caso de una catástrofe o emergencia humanitaria estos sectores de la población, en efecto, se pueden encontrar en una situación mayor de riesgo. 

CUARTO.- Por tanto, en base a lo antes expuesto, quienes integramos esta Comisión consideramos procedente lo planteado en la iniciativa que nos ocupa mediante la cual como ya se ha expuesto se propone reformar se propone reformar el artículo 17 de la Ley de Protección Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza. Consecuentemente, se pone a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma el artículo 17 de la Ley de Protección Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 17.- En el Programa Especial de Protección Civil, la Subsecretaría establecerá de manera transversal, estrategias y acciones que incluyan a las personas con discapacidad, personas adultas mayores, niñas, niños y adolescentes, personas migrantes, mujeres embarazadas y demás grupos de población en situación de vulnerabilidad y que por este hecho se puedan encontrar en mayor riesgo ante las situaciones de emergencia, desastre y/o disturbios que se presenten en el Estado.

En estos programas, en forma especial y preponderante, se deberá redimensionar la acción pública para que en toda política, donde se vean involucrados los derechos de las niñas, niños y adolescentes, se atienda su interés superior, el cual exige medidas de protección reforzada. 

La normatividad referente a la seguridad de las niñas, niños y adolescentes en los centros a los que eventualmente acceden, tales como hospitales, centros educativos, escuelas, centros de recreación y, muy especialmente, guarderías y estancias infantiles, entre otros, deberá atender a las más altas exigencias que demanda la protección de la integridad física de los menores.

T R A N S I T O R I O S

ARTÍCULO ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Así lo acuerdan las y los Diputados integrantes de la Comisión de Atención a Grupos en Situación de Vulnerabilidad de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza; Dip. Martha Hortensia Garay Cadena. (Coordinadora), Dip. Irma Leticia Castaño Orozco (Secretaria), Dip. Claudia Elisa Morales Salazar, Dip. Graciela Trueba Carrillo. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 22 de febrero de 2017.
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DICTAMEN presentado por la Comisión de Atención a Grupos en Situación de Vulnerabilidad de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a una iniciativa con proyecto de decreto por la que se propone reformar el Artículo 17 de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, de la Fracción Parlamentaria, “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”  del Partido Socialdemócrata de Coahuila; y,
R E S U L T A N D O

Primero.- En sesión celebrada en fecha 9 de noviembre de dos mil dieciséis, el Pleno del Congreso acordó turnar la iniciativa que nos ocupa a la Comisión de Atención a Grupos en Situación de Vulnerabilidad. 

Segundo.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Atención a Grupos en Situación de Vulnerabilidad de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, la Iniciativa con proyecto de decreto que propone reformar el Artículo 17 de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, de la Fracción Parlamentaria, “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”  del Partido Socialdemócrata de Coahuila; y,

C O N S I D E R A N D O 

PRIMERO.- Que esta Comisión de Atención a Grupos en Situación de Vulnerabilidad, es competente para emitir el presente dictamen, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 84, 88, 109, 116 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

SEGUNDO.- La iniciativa con proyecto de decreto por la que se propone reformar el Artículo 17 de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza, se sustenta en las siguientes consideraciones: 
“Los adultos mayores hoy en día juegan un papel en la sociedad muy importante, aunque no se los reconozca como se deba. Todavía en muchos lugares se ignora la gran contribución que viejos y jóvenes pueden hacer por el desarrollo de sus sociedades, por lo que son excluidos y su participación social es mínima. 

Por un lado, se puede considerar al adulto mayor como una carga social, entonces las políticas públicas que a todos nos compete, las acciones pueden estar orientadas a atender una necesidad determinada, a curar, a proteger a aquellas personas que necesitan de la atención del estado o de instituciones privadas que complementan el accionar del estado. 

En cambio, si se considera al adulto mayor como un valor, como una persona que puede ofrecer todavía a la sociedad sea cual sea el grupo humano que la compone, sea niño, joven o mayores en actividad, entonces las tareas que se organicen en función del adulto mayor, tiene otro sentido.

Hay que recalcar que hoy los adultos mayores juegan un papel importante para la subsistencia familiar, ya que los dos padres trabajan y los abuelos cuidan a los nietos (una práctica muy común en los países en vías de desarrollo) donde también hay muchos casos de huérfanos criados por los abuelos. En estos tiempos de crisis, hay muchas familias que han tenido que volver a la casa de los padres del matrimonio, y éstos son los que les ayudan económicamente. Hay abuelos que cada día les hacen la comida a sus nietos, porque los padres de éstos no pueden pagar el comedor escolar o que les van a buscar mientras sus padres trabajan. Hoy los adultos mayores lejos de cuidar a sus nietos, en cierto porcentaje se encentran solos y abandonados, esto, porque sus hijos se fueron a otro lugar, o de plano los abandonaron o en algunos casos los mismos sin tolerancia y paciencia los maltratan reprochándoles la lentitud de su andar y de ejecutar determinadas acciones. 

Las personas mayores son una riqueza cultural, ya que gracias a ellos las tradiciones y las buenas costumbres no se pierden y se heredan de generación en generación a través de los siglos, ellos son una gran fuente de sabiduría, ya que al haber vivido mucho tiempo han vivido diversos acontecimientos. Además, ellos saben mejor que nadie como afrontar según qué situaciones ya que ellos las han vivido.

Las estadísticas sobre el maltrato en la vejez son datos alejados de la realidad, debido a que la mayoría de los adultos mayores que lo viven no lo denuncian. Esta situación tiene su origen en distintas razones: no aceptan que están siendo maltratados, tienen temor a las represalias; pues es el único familiar con el que cuentan; creen que es temporal; no quieren que su familiar o cuidador vaya a la cárcel; desconocen con qué autoridad deben dirigirse o su condición física o cognitiva no le permiten realizar una denuncia. La conjunción de estos aspectos hace de este tema un asunto complejo; por fortuna las perspectivas de derechos humanos y de género se han sumado al estudio de este fenómeno favoreciendo su conocimiento y atención. Sumado a ello, el interés de las asociaciones civiles, las instituciones públicas y privadas que trabajan violencia (desde la teoría y la atención directa), han favorecido la generación de nuevas políticas públicas orientadas a combatirlo, así lo sostiene el Instituto Nacional de las Personas Adultas Mayores; identificar el daño que causa el maltrato en todas sus dimensiones, permitirá realizar acciones para en un futuro erradicarlo.

Para los adultos mayores, las consecuencias del maltrato físico son importantes, al tratarse de personas físicamente más vulnerables, sus huesos son más quebradizos y los procesos de convalecencia más prolongados. Incluso una lesión relativamente leve puede causar daños graves y permanentes. Los daños psicológicos favorecen la aparición de síntomas depresivos, aislamiento, sentimientos de impotencia, baja autoestima, culpa, vergüenza, temor, ansiedad, negación, mayor pérdida de autonomía y estrés lo cual puede aumentar el riesgo de muerte.”.

TERCERO.- En efecto, las personas adultas mayores constituyen un grupo en situación de vulnerabilidad, por lo que, lamentablemente, son más propensas a ser objeto de expresiones de maltrato y violencia. 

Quienes esto dictaminamos, consideramos que gran parte de la violencia que se ejerce contra las personas adultas mayores, encuentra su origen en una concepción distorsionada de este grupo de población, en la que se les asume como sujetos que suponen una carga para sus familias, la sociedad o el propio Estado.

Lo cierto es que, las personas adultas mayores, son valiosos miembros de la población, que deben ser asumidos como sujetos plenos de derechos, y para tal efecto deben generarse acciones preferentes y específicas que hagan posible esto.

En ese sentido, los miembros de esta comisión, reconocemos la finalidad de la iniciativa que ahora se dictamina, y que consiste en proteger ampliamente a las personas adultas mayores contra actos u omisiones que puedan afectar sus derechos y su salud física o mental.

Se destaca que es una protección amplísima pues se contemplan diferentes expresiones de violencia como pueden ser actos u omisiones dirigidos a dominar, someter o agredir de manera física, verbal, psicológica o económica dentro o fuera del domicilio familiar, y se conciben como sujetos activos de la violencia tanto a personas que tengan o hayan tenido una relación de parentesco, como a las que no.

CUARTO.- Por tanto, en base a lo antes expuesto, quienes integramos esta Comisión consideramos procedente lo planteado en la iniciativa que nos ocupa mediante la cual como ya se ha expuesto se propone reformar se propone reformar el Artículo 17 de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza. Por tanto, se pone a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO ÚNICO.- Se modifica el párrafo primero y adiciona un párrafo segundo al artículo 17 de los Derechos de las Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 17. Las medidas de protección a las personas adultas mayores a que se refiere esta Ley se aplicarán por el Instituto siempre que exista algún conflicto que ponga en riesgo sus derechos por una acción u omisión de la sociedad; por una falta, omisión o abuso de los descendientes o responsables, y por acciones u omisiones contra sí mismos. De esas acciones u omisiones cualquier persona podrá notificar al Instituto. 

Las personas adultas mayores serán protegidas contra actos u omisiones que puedan afectar sus derechos y su salud física o mental; por ello, el Estado sancionará el maltrato y la violencia contra las personas adultas mayores, los actos abusivos de poder u omisión intencional, dirigidos a dominar, someter o agredir de manera física, verbal, psicológica o económica dentro o fuera del domicilio familiar, por personas que tengan o hayan tenido o no relación de parentesco.

En caso de que las investigaciones realizadas por el Instituto arrojen como resultado la probable comisión de un delito, éste podrá, una vez presentada la denuncia correspondiente, y si así se le solicita, brindar el apoyo jurídico requerido, así como actuar como representante legal ante la autoridad correspondiente.

T R A N S I T O R I O S

ARTÍCULO ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Así lo acuerdan las y los Diputados integrantes de la Comisión de Atención a Grupos en Situación de Vulnerabilidad de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza; Dip. Martha Hortensia Garay Cadena. (Coordinadora), Dip. Irma Leticia Castaño Orozco (Secretaria), Dip. Claudia Elisa Morales Salazar, Dip. Graciela Trueba Carrillo. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 22 de febrero de 2017.
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�  Véase: http://www.icdo.org/en/


�  International Civil Defence Organisation.


� Debido a las consecuencias catastróficas del sismo de 1985, en México surgieron diversas iniciativas para crear una institución que estudiara los aspectos técnicos de la prevención de desastres. Por un lado, el Gobierno Federal emprendió la tarea de establecer el Sistema Nacional de Protección Civil (SINAPROC). Por otra parte, el Gobierno de Japón ofertó su apoyo para mejorar los conocimientos existentes en relación con la prevención de desastres sísmicos. Finalmente, la Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM) decidió impulsar a su personal académico de alto nivel para que se dedicara a actividades de investigación y desarrollo en prevención de desastres. Las tres iniciativas concurrieron en la creación, el 20 de septiembre de 1988, del Centro Nacional de Prevención de Desastres, CENAPRED, con carácter de órgano administrativo desconcentrado, jerárquicamente subordinado a la Secretaría de Gobernación. Con el apoyo económico y técnico del Japón se construyeron las instalaciones del Centro; la UNAM aportó el terreno para su construcción y proporciona personal académico y técnico especializado. La Secretaría de Gobernación provee los recursos para su operación. Las actuales instalaciones delCENAPRED fueron inauguradas el 11 de mayo de 1990. Fuente: http://www.cenapred.unam.mx/es/dirQuienesSomos/Antecedentes/


� Disponible en: http://coahuila.gob.mx/archivos/pdf/Publicaciones/PROTECCION%20CIVIL.pdf


� Disponible en:


http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CRPD%2fC%2fMEX%2fCO%2f1&Lang=en
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